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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. ______ DE 2022 
 

“Por la cual se modifican los artículos 4 y 13 de la Ley 581 de 2000” 
 

* * * 
El Congreso de Colombia  

 
DECRETA: 

 
Versión Preliminar 

 
 
ARTÍCULO 1. Modifíquese el artículo 4º de la Ley 581 de 2000, el cual quedará así:  
 
Artículo 4. Participación efectiva de las mujeres. La participación adecuada de las mujeres 
en los niveles del poder público definidos en los artículos 2o. y 3o. de la presente ley, se hará 
efectiva aplicando por parte de las autoridades nominadoras las siguientes reglas: 
 
a) Mínimo el cincuenta por ciento (50%) de los cargos de máximo nivel decisorio, de que trata 
el artículo 2., serán desempeñados por mujeres; 
 
b) Mínimo el cincuenta por ciento (50%) de los cargos de otros niveles decisorios, de que trata 
el artículo 3., serán desempeñados por mujeres. 

 
PARÁGRAFO. El incumplimiento de lo ordenado en este artículo constituye causal de mala 
conducta, que será sancionada con suspensión hasta de treinta (30) días en el ejercicio del 
cargo, y con la destitución del mismo en caso de persistir en la conducta, de conformidad con 
el régimen disciplinario vigente. 
 
ARTÍCULO 2. Modifíquese el artículo 13º de la Ley 581 de 2000, el cual quedará así:  
 
Artículo 13. Representación en el exterior. El Gobierno y el Congreso de la República, 
deberán incluir mujeres de forma paritaria en las delegaciones de colombianos que en 
comisiones oficiales atiendan conferencias diplomáticas, reuniones, foros internacionales, 
comités de expertos y eventos de naturaleza similar.  
 
Así mismo, asegurarán la participación de mujeres en los cursos y seminarios de capacitación 
que se ofrezcan en el exterior a los servidores públicos colombianos en las diferentes áreas.  
 
Parágrafo. El incumplimiento de esta disposición será causal de mala conducta 
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ARTÍCULO 3. La presente Ley rige a partir de su promulgación.  
 
De la Honorable Congresista, 
 
 

 

Angélica Lozano Correa                                        
Senadora de la República 
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I. Presentación 

Si bien la implementación de la ley 581 de 20001 fue un paso fundamental para la vinculación 
efectiva y participativa de las mujeres en los niveles decisorios de las diferentes ramas y 
órganos del poder público, es importante entender que 22 años después de la implementación 
de la ley el rubro de la vinculación de un 30% dispuesto en el artículo cuatro de dicha ley es 
insuficiente para responder a las necesidades de participación y a la disminución de las brechas 
de género. 

Es por esto que se hace necesario la vinculación de acciones afirmativas de discriminación 
positiva que permitan disminuir las barreras que históricamente han dificultado la participación 
de las mujeres en Colombia. Es cierto que el accionar legislativo ha avanzado para generar 
condiciones de igualdad, sin embargo, la realidad demuestra una contraposición material de 
hechos de violencia, desigualdad de género, desigualdad económica y social persistente. En 
este sentido, existe la necesidad de generar un respaldo legal sólido para que las mujeres puedan 
vincularse mediante la adecuación del artículo cuarto y treceavo de la ley de cuotas no sólo en 
un 30%, sino en un 50% como mínimo. 

Según Función pública2 la participación para las mujeres se posiciona en un 45, 9% para el 
2021; no obstante, la recolección de información no es una garantía, ya que, de las 264 
entidades nacionales evaluadas para la recolección de datos, tan sólo 201 fueron registradas y 
dentro de las entidades territoriales únicamente fueron registradas 1229 de 6040. El panorama 
para la vinculación de las mujeres en cargos de niveles decisorios aún es algo incierto por el 
hecho de que no se cuenta con hechos cuantificables ni con un respaldo legal que permita 
vincular parámetros para la adopción de medidas que fomenten la igualdad en las entidades. 

La presentación de este proyecto tiene como fin generar una ley de cuotas que permita el 
reconocimiento a la participación en los asuntos públicos, a los derechos políticos y a su vez 
sea una herramienta que permita avanzar en la igualdad real. 

 

 

 

 
1 [Ley 581 del 2000, Disponible en: https://www.funcionpublica.gov.co/web/sie/ley-de-cuotas 
2  Función Pública. (2021, 20 Diciembre). Ley de cuotas - SIE - Función Pública. Estado en Cifras. Disponible 
en: https://www.funcionpublica.gov.co/web/sie/ley-de-cuotas 
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II. Objeto

El presente proyecto de ley tiene como objeto vincular de manera asertiva a las mujeres en 
espacios de niveles decisorios en las diferentes ramas y órganos del poder público mediante la 
adopción de una serie de medidas que permitan aumentar la proporción de vinculación.

III. Justificación: Problemática de la participación femenina en cargos de 
máximo nivel decisorio y otros niveles decisorios.

- Importancia de la implementación de acciones afirmativas para garantizar la 
participación de las mujeres en los niveles decisorios del sector público

La baja participación de las mujeres en los niveles decisorios del Estado colombiano da cuenta 
de las barreras que les impiden gozar de su derecho a la participación en los cargos públicos en 
condiciones de igualdad. Además, la limitada participación de las mujeres en cargos públicos 
las condiciona a una ciudadanía restringida y a la subrepresentación de sus intereses en los 
cargos con poder decisorio. Lo anterior, no solo afecta a las mujeres, sino que afecta a la 
democracia en general, porque mientras las mujeres sigan siendo excluidas y relegadas, 
Colombia tendrá un déficit democrático. 

Pese a que en el país se han realizado importantes y grandes adelantos para garantizar la paridad 
dentro del Estado, los obstáculos estructurales que reafirman la discriminación hacia las 
mujeres siguen presentes en Colombia. Por eso, corresponde al Estado redoblar sus esfuerzos, 
a través, de acciones afirmativas para promover y garantizar mayores y mejores condiciones 
de igualdad. En ese sentido, las acciones afirmativas, son aquellas medidas orientadas a 
favorecer a grupos sociales históricamente discriminados y que se encuentran en desventaja 
frente a otros. Las acciones afirmativas han demostrado que son medidas idóneas para reducir 
las desigualdades de género y reivindicar la paridad. 

Las cuotas de género son un tipo de acciones positivas de carácter temporal, correctivo y 
compensatorio que persiguen acelerar la igualdad material entre hombres y mujeres:

“(...) A diferencia de otras estrategias institucionales incorporadas como políticas públicas o 
desarrolladas como unidades de ejecución específicas para las mujeres en órganos decisorios, 
las cuotas de género fueron la medida más eficaz en cuanto a la ampliación de los márgenes de 
representación por género al incrementar de manera rápida —y en corto plazo— la 
participación femenina en la composición de las legislaturas. La postulación de mujeres en las 
diversas listas electorales les proporcionó mayor visibilidad y naturalizó su ejercicio por fuera 
del ámbito privado.”3

3 María Inés Tula. Mujeres y política. Un panorama sobre la adopción de las cuotas de género y sus efectos en 
América Latina y Colombia. 2015. Disponible en: https://www.mininterior.gov.co/wp-
content/uploads/2022/02/15.pdf

En consecuencia, es crucial reconocer la importancia de que la participación de las mujeres es 
un aspecto estructural de la democracia que responde al principio democrático de garantizar la 
representación de toda la ciudadanía, incluidas las mujeres que responde al 51% de la población 
del país.4

- Cifras de participación femenina
La meta del Estado colombiano señalada en el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 es 
alcanzar el 50% de participación de mujeres en el sector público, principalmente en la rama 
ejecutiva. La última medición con corte a 8 de agosto de 2020 realizada a 2.581 entidades, por 
el Departamento Administrativo de la Función Pública, muestra que un total de 9.389 mujeres 
ocupan cargos de mediano y máximo nivel decisorio de un total de 20.877 cargos provistos, lo 
que arroja una participación del 45% de mujeres en posiciones de liderazgo dentro del Estado 
colombiano 5.  A continuación, la evolución del porcentaje de participación de las mujeres en 
cargos directivos del Estado: 

Estas cifras lucen esperanzadoras e incluso generan la impresión de que no es necesario 
aumentar la cuota de género en los cargos públicos; sin embargo, los anteriores datos tienen 
errores de medición porque de las 264 entidades nacionales evaluadas para la recolección de 

4 ONU Mujeres. Colombia 50/50 en el 2030: estrategias para avanzar hacia la paridad en la participación 
política en el nivel territorial. 2016. Disponible en: 
https://www.mesadegenerocolombia.org/sites/default/files/colombia5050en2030.pdf
5 Mujeres en posiciones de liderazgo en el Estado colombiano. 2021. Disponible en: 
https://www.funcionpublica.gov.co/documents/418537/616038/2021-01-20-Mujeres-en-posiciones-de-
liderazgo-en-el-estado-colombiano

datos, tan sólo 201 fueron registradas y dentro de las entidades territoriales únicamente 
fueron registradas 1229 de 60406.

Adicionalmente, al desagregar la información por el ranking de participación sectorial en el 
máximo nivel decisorio de la Rama Ejecutiva del orden nacional, encontramos que solo 18 
sectores de 24 de los sectores de la rama ejecutivo cumplen con la cuota mínima del 30% 
establecida por la ley de cuotas. Lo que indica que únicamente un 75% de los 24 sectores 
cumple con la ley de cuotas del 30% de participación de mujeres. El informe de Función 
públicas sobre la participación efectiva de la mujer en los cargos de niveles decisorios del 
Estado Colombiano de año 2021, señala lo siguiente 

“6 sectores obtuvieron los mayores porcentajes de participación de la mujer en MND, estos 
son: Planeación (67%), Información Estadística (60%), Comercio, Industria y Turismo (57%), 
Tecnologías de Información y las Comunicaciones (55%), Inclusión Social y Reconciliación 
(52%), Cultura (50%). 

2 sectores que superan el umbral establecido por la Ley, y se encuentran muy cercanos de 
alcanzar el 50%, por encima de 44,5% meta ODS, los cuales son los siguientes: Hacienda y 
Crédito Público (49%) y Transporte (48%).  

10 sectores que están por encima del umbral estipulado por la Ley y podrían alcanzar un mayor 
porcentaje, los cuales son: Ambiente y Desarrollo Sostenible (39%), Justicia y del Derecho 
(38%), Presidencia de la República (38%), Salud y Protección Social (37%), Agropecuario, 
Pesquero y de Desarrollo Rural (35%), Minas y Energía (34%), Relaciones Exteriores (33%), 
Deporte (33%), Interior (30%) y Vivienda, Ciudad y Territorio (30%).

6 sectores que no cumplieron con la cuota mínima establecida del 30% de participación de la 
mujer en cargos de MND, estos sectores son: Educación Nacional (29%), Trabajo (27%), 
Ciencia y Tecnología (25%), Inteligencia Estratégica y Contrainteligencia (20%), Defensa 
Nacional (21%) y Función Pública (13%).”7

Asimismo, en las entidades de la Rama Ejecutiva del orden nacional en Otros Niveles 
Decisorios (OND) los 24 sectores cumplieron con la cuota mínima establecida por la Ley de 
Cuotas, es decir, la totalidad de los sectores en OND. De la siguiente forma:

“11 sectores obtuvieron los mayores porcentajes de participación de la mujer en OND, estos 
son: Cultura (80%), Deporte (75%), Tecnologías de Información y las Comunicaciones (5 6%), 
Salud y Protección Social (55%), Vivienda, Ciudad y Territorio (54%), Función Pública (52%), 

6 Función Pública. (2021, 20 Diciembre). Ley de cuotas - SIE - Función Pública. Estado en Cifras. Disponible 
en: https://www.funcionpublica.gov.co/web/sie/ley-de-cuotas
7 Función Pública. Informe sobre la participación efectiva de la mujer en los cargos de niveles decisorios del 
Estado Colombiano del año 2021. Disponible en: 
https://www.funcionpublica.gov.co/documents/418537/40836735/2021-12-
23_Informe_ley_cuotas_2021.pdf/ea0e51d5-cdea-cc42-9cb8-f45024105cec?t=1640353341733

Educación Nacional (51%), Minas y Energía (51%), Ciencia y Tecnología (50%), Interior 
(50%), Inteligencia Estratégica y Contrainteligencia (50%).

4 sectores que superan el umbral establecido por la Ley, y que se encuentran muy cercanos de 
superar el 50%, por encima de 44,5 % meta ODS, son Inclusión Social y Reconciliación (49%), 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (48%), Hacienda y Crédito (46%) y Planeación (46%).

9 sectores que, si bien están por encima del umbral estipulado por la Ley, podrían alcanzar un 
mayor porcentaje, los cuales son: Información Estadística (44%), Relaciones Exteriores (42%), 
Trabajo (41%), Presidencia de la República (40%), Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo 
Rural (39%), Transporte (39%), Comercio, Industria y Turismo (39%), Defensa Nacional 
(35%), Justicia y del Derecho (33%)” 8

A partir de lo expuesto, es posible concluir que Colombia ha logrado avances sustanciales en 
cuanto a la representación de las mujeres en el sector público, incluyendo su participación en 
puestos directivos. Cada vez más mujeres ocupan puestos en donde se toman decisiones 
importantes para el país. No obstante, se tienen todavía muchos retos que superar para que la 
participación de las mujeres en los espacios de poder sea paritaria y eso es lo que propone esta 
iniciativa.

- Necesidad de ampliar la Ley de Cuotas de 30% a un 50%

La Ley de cuotas es una herramienta fundamental en la materialización de los principios 
constitucionales de igualdad y participación de las mujeres en cargos de poder y toma de 
decisiones. Aun así, en algunos casos se evidencian incumplimiento de la cuota e inconsistencia 
respecto a la participación superior al 30% mínimo requerido.

Adicionalmente, pese a que la medida busca aumentar el porcentaje de participación de 
mujeres, el porcentaje mínimo del 30% no responde a la necesidad de materializar la paridad 
en los niveles decisorios del Estado. Es decir, los avances de esta medida han sido 
significativos, pero se requiere desplegar un porcentaje mayor para obtener impacto sobre la 
configuración de los cargos en el Estado. 

Más aún, cuando la normativa internacional indica que ese es el paso a seguir de acuerdo a las 
necesidades de la sociedad colombiana. En el marco del CONPES 3918 de 2018 se 
establecieron lineamientos para la efectiva implementación de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible en Colombia, precisando como meta trazadora para el 2019 un 44.5% y para el 2030 
en el 50%.  En el Plan Nacional de Desarrollo 2018 – 2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la 
Equidad”, se propuso alcanzar la meta del 50% de vinculación de la mujer en cargos de niveles 
decisorios para el 2022.

8 Ibid.
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Por último, queremos resaltar que con este ajuste la Ley 581 de 2000 aumentaría el desarrollo 
de su potencial instrumental porque aumenta la cuota, extiende sus alcances, visibilizar y 
posicionar el debate sobre la participación de mujeres en la esfera pública.

IV. Marco jurídico

- Instrumentos internacionales

a. Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de 1967.

b. Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer 

– CEDAW de 1981.

c. Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, aprobada por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de diciembre de 1993.

- Disposiciones constitucionales
a. Artículo 13 de la Constitución de 1991- Derecho a la igualdad.
b. Artículo 40 de la Constitución de 1991- Todo ciudadano tiene derecho a participar en 

el poder político.
c. Artículo 43 de la Constitución de 1991-Las mujeres y los hombres serán considerados 

como iguales

- Jurisprudencia

● Sentencia C-371-00. Revisión constitucional del proyecto de ley estatutaria N°62/98 
Senado y 158/98 Cámara, "por la cual se reglamenta la adecuada y efectiva 
participación de la mujer en los niveles decisorios de las diferentes ramas y órganos 
del poder público, de conformidad con los artículos 13, 40 y 43 de la Constitución 
Nacional y se dictan otras disposiciones".

● Fallo del Consejo de Estado 390 de 2000. Postulación de mujeres en la integración de 
ternas. Alcance de la Sentencia C-371-00. Obligatoriedad de la postulación de una 
mujer en la elaboración de terna para elección de Alcalde Local en el Distrito.

● Fallo del Consejo de Estado 1631 de 2006. En el cual resultan inaplicables para la 
conformación de las ternas de candidatos a las alcaldías locales, pues imponen a las 
juntas administradoras locales acudir al sistema del cociente electoral para tal 
propósito, cuando lo cierto es que este sistema no garantiza la inclusión de una mujer 
en la terna, como lo establece el artículo 6° de la ley estatutaria 581 de 2000.

● Fallos del Consejo de Estado 1633 de 2007.  Todas las ternas o las listas elaboradas 
para efectos de nombramientos debían incluirse al menos el nombre de una mujer o un 
número de mujeres proporcional al de hombres, según el caso

● Sentencia C-128-19. Demanda de inconstitucionalidad en contra del artículo 4º de la 
Ley 581 de 2000. (La corte se declaró INHIBIDA para pronunciarse sobre la 
constitucionalidad del artículo 4° de la Ley 581 de 2000)

- Régimen legal

● Ley 51 de 1981. Por medio de la cual se aprueba la "Convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer", adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979 y firmado en Copenhague 
el 17 de julio de 1980.

● Ley 823 de 2003. La cual establece el marco institucional y orienta las políticas y 
acciones por parte del Gobierno para garantizar la equidad y la igualdad de 
oportunidades de las mujeres, en los ámbitos público y privado.

● Ley 1257 de 2008. Por la cual se adoptan normas que permitan garantizar para todas 
las mujeres una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, 
el ejercicio de los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico interno e 
internacional, el acceso a los procedimientos administrativos y judiciales para su 
protección y atención, y la adopción de las políticas públicas necesarias para su 
realización. 

● Ley 2117 de 2021. Medidas para fortalecer y promover la igualdad de la mujer en el 
acceso laboral y en educación, en especial mujeres cabeza de familia.

- Decretos y actos administrativos

● Decreto 1398 de 1990. Por el cual se desarrolla la ley 51 de 1981 que aprueba la 
convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 
para la participación en la vida política y pública.

● Decreto 2200 de 1999. Por el cual se organiza la Consejería Presidencial para la 
equidad de la mujer. Régimen presupuestal, arts. 1º a 3º. Personal, art. 4º. Funciones, 
art. 5º.

● Decreto 1350 de 2005. Por el cual se reglamentan parcialmente los artículos 84 y 102
del Decreto-ley 1421 de 1993, en lo que tiene que ver con el proceso de integración de 

ternas para la designación de los Alcaldes y el nombramiento de los Personeros 
Locales.

● Decreto 1083 de 2015. Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario 
del Sector de Función Pública.

● Decreto 455 del 2020. Por el cual se adiciona el capítulo tres al título 12 de la Parte 2 
del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015, Reglamentario Único del Sector de Función 
Pública, en lo relacionado con la paridad en los empleos de nivel directivo" 

- Políticas públicas

● CONPES  161. Equidad de Género para las Mujeres.2013.

● CONPES D.C 14. “Política Pública De Mujeres Y Equidad De Género 2020-2030” 

● CONPES 3918 de 2018. En el cual se establecieron lineamientos para la efectiva 
implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en Colombia para la 
medición de los ODS de igualdad de género teniendo como referente lo establecido en 
la Ley 581 de 2000.

V. Derecho internacional y derecho comparado

Las medidas aplicadas para la disminución de la brecha de género en la aplicación de mujeres 
en cargos públicos mediante la ley de cuotas no es un caso excepcional a la legislación 
colombiana, por el contrario, obedece a un contexto y acuerdos internacionales, que han 
fomentado y ratificado la importancia de adelantar acciones contundentes que permitan mejorar 
las condiciones de acceso laboral orientadas a la paridad.

El papel del país en la vinculación de acuerdos internacionales que puedan contribuir a la 
disminución de brechas de género puede verse desde acuerdos como la Convención para la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención Belém do 
Pará, las cuales reconocen la importancia de adoptar medidas para la eliminación de la 
discriminación contra la mujer tanto en espacios públicos como privados. 

Por otra parte, la vinculación del Estado en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los cuales 
tienen como objetivo garantizar tanto a hombres como mujeres espacios de igualdad y equidad 
que garanticen los derechos sin distinción de sexo. Esto constituye una responsabilidad material 

que dé respuesta efectiva a los compromisos adquiridos internacionalmente, para que la 
ciudadanía pueda palparlos de forma asertiva. 

Además de la adopción de los acuerdos anteriormente mencionados, es fundamental generar 
acciones encaminadas al cumplimiento del Objetivo de Desarrollo Sostenible número 59 el cual 
tiene como finalidad “lograr la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres y 
las niñas”. Para ello se deben orientar los esfuerzos para eliminar las formas de discriminación 
contra la mujer, además a su vez promover la participación de las mujeres en los aspectos 
sociales, políticos, económicos y entre otros.

Aquí algunas experiencias y leyes en diversos países de América Latina:

a. Argentina

La ley 27.41210, sobre paridad de género en ámbitos de la representación política, la cual 
modifica el Código Electoral Nacional, instituyendo como requisito para la oficialización de 
las listas de candidatos que las mismas se conformen ubicando de manera intercalada a mujeres 
y varones. Según el artículo 50 de dicha ley son causas de caducidad de la personalidad política 
de los partidos: La violación de la paridad de género en las elecciones de autoridades y de los 
organismos partidarios, previa intimación a las autoridades partidarias a ajustarse a dicho 
principio. 

Esto ha generado efectos positivos, pues según el Equipo Latinoamericano de Justicia y 
Género11 “Se puede ver que el poder legislativo es el ámbito con mayor participación de 
mujeres (38% para 2010), superando ampliamente al Ejecutivo (21,1%) y al Judicial (15%). 
Esto ubica a la Argentina entre los países con las tasas más altas de representación 
parlamentaria femenina en el mundo, muy por encima del promedio mundial (19.0%) y 
regional (22%)".

b. Uruguay

La ley 19.55512 establece que en toda elección de primer grado que se celebre para la 
integración de las autoridades nacionales, departamentales y municipales de los partidos 
políticos, se deben incluir, en las listas o nóminas correspondientes personas de ambos sexos. 

c. Venezuela 

9 (S/f). Www.un.org. Recuperado el 30 de marzo de 2022, de 
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/gender-equality/
10 La ley 27.412. Disponible en: https://oig.cepal.org/sites/default/files/2017_ley27412_arg.pdf
11 Araujo, C. (2008). ¿Por qué las cuotas no funcionan en Brasil? En El impacto de las cuotas de género en 
América Latina (págs. 129-156). Santiago de Chile: Catalonia.
12 La ley 19.555. Disponible en: https://oig.cepal.org/sites/default/files/2017_ley19555_ury.pdf
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Se articuló un reglamento especial para garantizar los derechos de participación política de 
forma paritaria en las elecciones de diputadas y diputados a la Asamblea Nacional13 el cual en 
el artículo 3° se estipula que las postulaciones para las elecciones de Diputadas y Diputados a
la Asamblea Nacional del año 2015, deberán tener una composición paritaria  y alterna de 
cincuenta por ciento (50%) para cada sexo. 

d. Chile 

La ley número 20.84014 por la cual se sustituye el sistema electoral binominal por uno de 
carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del congreso nacional. Según 
el artículo 3 de la ley "De la totalidad de declaraciones de candidaturas a diputado o senador 
declaradas por los partidos políticos, hayan o no pactado, ni los candidatos hombres ni las 
candidatas mujeres podrán superar el sesenta por ciento del total respectivo. Este porcentaje 
será obligatorio y se calculará con independencia de la forma de nominación de las 
candidaturas. 

e. Bolivia 
Ley 25 de 201015, que establece que la Asamblea Legislativa Plurinacional seleccionará de 
entre las postulaciones la lista de candidaturas para el Tribunal Supremo de Justicia y el 
Tribunal Agroambiental. Se agrega que esta lista deberá cumplir los criterios de equivalencia 
de género y representación intercultural y será sometida a votación ciudadana, explicitando que 
el 50% de los puestos de la lista deben corresponder a mujeres. Se dispone además que el 50% 
de los vocales de los Tribunales Departamentales de Justicia, elegidos por el Tribunal Supremo 
de Justicia de listas enviadas por el Consejo de la Magistratura, deben ser mujeres.16

d. Ecuador
Ley de amparo laboral de la Mujer del año 199717. Esta Ley dispuso la obligación de designar 
a un mínimo de 20% de mujeres para la integración de las Cortes Superiores de Justicia, 
Juzgados, Notarías y Registros.

13  Reglamento especial para garantizar los derechos de participación política de forma paritaria en las 
elecciones de diputadas y diputados a la Asamblea. Disponible en: 
Nacionalhttps://oig.cepal.org/sites/default/files/2015_res_ven.pdf
14 La ley número 20.840, disponible en: https://oig.cepal.org/sites/default/files/2015_ley20840_chl_0.pdf
15 Ley 25 de 2010. Disponible en: https://oig.cepal.org/sites/default/files/2010_ley25_bol.pdf
16 Observatorio de Igual de Género. Leyes de cuotas y paridad. Disponible en: 
https://oig.cepal.org/es/leyes/leyes-de-cuotas?page=1
17 Ley amparo laboral de la Mujer. 1997. Disponible en: 
https://oig.cepal.org/sites/default/files/1997_ley_de_amparo_laboral_de_la_mujer_ecu.pdf

VII. Conflicto de intereses
El artículo 183 de la Constitución Política consagra a los conflictos de interés como causal de 
pérdida de investidura. Igualmente, el artículo 286 de la Ley 5 de 1992 establece el régimen de 
conflicto de interés de los congresistas. 

De conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional, para 
que se configure el conflicto de intereses como causal de pérdida de investidura deben 
presentarse las siguientes condiciones o supuestos:

(i) Que exista un interés directo, particular y actual: moral o económico.
(ii) Que el congresista no manifieste su impedimento a pesar de que exista un interés 
directo en la decisión que se ha de tomar.
(iii) Que el congresista no haya sido separado del asunto mediante recusación.
(iv) Que el congresista haya participado en los debates y/o haya votado.
(v) Que la participación del congresista se haya producido en relación con el trámite de 
leyes o de cualquier otro asunto sometido a su conocimiento.

En cuanto al concepto del interés del congresista que puede entrar en conflicto con el interés 
público, la Sala ha explicado que el mismo debe ser entendido como “una razón subjetiva que 
torna parcial al funcionario y que lo inhabilita para aproximarse al proceso de toma de 
decisiones con la ecuanimidad, la ponderación y el desinterés que la norma moral y la norma 
legal exigen” y como “el provecho, conveniencia o utilidad que, atendidas sus circunstancias, 
derivarían el congresista o los suyos de la decisión que pudiera tomarse en el asunto” (Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Radicado 66001-23-33-
002-2016-00291-01(PI), sentencia del 30 de junio de 2017).

De acuerdo con la Sentencia SU-379 de 2017, no basta con la acreditación del factor objetivo 
del conflicto de intereses, esto es, que haya una relación de consanguinidad entre el congresista 
y el pariente que pueda percibir un eventual beneficio. Deben ser dotadas de contenido de 
acuerdo con las circunstancias específicas del caso concreto.

La Sala Plena del Consejo de Estado en sentencia del 17 de octubre de 2000 afirmó lo siguiente 
frente a la pérdida de investidura de los Congresistas por violar el régimen de conflicto de 
intereses:

El interés consiste en el provecho, conveniencia o utilidad que, atendidas sus 
circunstancias, derivarían el congresista o los suyos de la decisión que pudiera 
tomarse en el asunto. Así, no se encuentra en situación de conflicto de intereses el 
congresista que apoye o patrocine el proyecto que, de alguna manera, redundaría en su 
perjuicio o haría más gravosa su situación o la de los suyos, o se oponga al proyecto 
que de algún modo les fuera provechoso. En ese sentido restringido ha de entenderse el 

artículo 286 de la ley 5.ª de 1.991, pues nadie tendría interés en su propio perjuicio, y 
de lo que trata es de preservar la rectitud de la conducta de los congresistas, que deben 
actuar siempre consultando la justicia y el bien común, como manda el artículo 133 de 
la Constitución. Por eso, se repite, la situación de conflicto resulta de la conducta del 
congresista en cada caso, atendidas la materia de que se trate y las circunstancias del 
congresista y los suyos. […].

Teniendo en cuenta lo anterior, con relación al presente proyecto de ley, no es posible delimitar 

de forma exhaustiva los posibles casos de conflictos de interés que se pueden presentar con 

relación al aumento de la cuota de la Ley de Cuotas. 

De la Honorable Congresista,  

Angélica Lozano Correa                                      

Senadora de la República

 
SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN           

LEYES 
Bogotá D.C., 04 de abril de 2022  
 
Señor Presidente:  
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No.343/22 Senado “POR LA CUAL SE 
MODIFICAN LOS ARTICULOS 4 Y 13 DE LA LEY 581 DE 2000”, me permito remitir 
a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante 
la Secretaria General del Senado de la República por la Honorable Senadora 
ANGELICA LOZANO CORREA.  La materia de que trata el mencionado Proyecto de 
Ley es competencia de la Comisión PRIMERA Constitucional Permanente del Senado 
de la República, de conformidad con las disposiciones Constitucionales y Legales.      
  
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
 

PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – ABRIL 04 DE 2022 
 
De conformidad con el informe de Secretaria General, dese por repartido el precitado 
Proyecto de Ley a la Comisión PRIMERA Constitucional y envíese copia del mismo a 
la Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE 
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
JUAN DIEGO GÓMEZ JIMÉNEZ 
 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 

 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
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T E X T O S  D E  P L E N A R I A

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA MIXTA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 06 DE ABRIL DE 2022 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 136 DEL 

2020 SENADO
por medio del cual se adopta una política de estado para ordenar la delimitación, recuperación, restauración y 

ordenamiento ambiental y agrario de los lagos, ciénagas, playones y sabanas comunales en Colombia.

 

SECCIÓN DE LEYES 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

 
–

 

 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA MIXTA DEL SENADO 
DE LA REPÚBLICA DEL DÍA 06 DE ABRIL DE 2022 AL PROYECTO DE LEY 

No.136 DEL 2020 SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE ADOPTA UNA 
POLÍTICA DE ESTADO PARA ORDENAR LA DELIMITACIÓN, RECUPERACIÓN, 
RESTAURACIÓN Y ORDENAMIENTO AMBIENTAL Y AGRARIO DE LOS LAGOS, 

CIÉNAGAS, PLAYONES Y SABANAS COMUNALES EN COLOMBIA”. 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 DECRETA: 

 

Artículo 1. Objeto de la Ley.  
 

Ordenar a las entidades del orden nacional y regional concurrir, en el marco de sus 
competencias y funciones, en la implementación de una Política de Estado para la 
formulación y ejecución de un plan para la delimitación, recuperación, restauración, 
uso sostenible y ordenamiento ambiental y agrario de los playones, sabanas 
inundables, islas de los ríos, madreviejas desecadas de los ríos, lagos y ciénagas de 
propiedad nacional, que contribuya con la protección de la agricultura campesina, 
familiar y comunitaria asociada a la conservación de los ecosistemas en todo el 
territorio colombiano.  
 
Artículo 2°. Articulación Institucional.  Será deber para las entidades del sector 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, Agricultura y Desarrollo Rural, Departamento de 
Planeación Nacional, Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, Instituto Geográfico Agustín Codazzi-IGAC, 
Superintendencia de Notariado y Registro SNR, y las entidades territoriales en 
coordinación con las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo 
Sostenible - CAR y demás autoridades ambientales con jurisdicción en estas áreas, 
en aplicación de los principios de coordinación, concurrencia, complementariedad, 
subsidiaridad y solidaridad, destinar esfuerzos a la recuperación de los bienes de uso 
público de la Nación tratándose de forma particular de los playones, sabanas 
inundables, islas de los ríos, madreviejas desecadas de los ríos, lagos y ciénagas de 
propiedad nacional; concurrirán a las acciones de protección de las cuencas 
hidrográficas y los recursos hidrobiológicos por medio de acciones dirigidas a la 
descontaminación y a evitar la sedimentación y salinización de los cursos del agua, 
así como a la adecuación, recuperación de los suelos en los términos del Código de  
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Recursos Naturales; adelantarán programas de sustitución de actividades de alto 
impacto que se encuentren al interior del área de influencia de cada uno de los 
bienes de uso público y los ecosistemas asociados con el fin de garantizar la 
protección del agua, el suelo y en general los recursos naturales y los servicios 
ecosistémicos a ellos asociados.  
 
Parágrafo. Las entidades territoriales, nacionales e instancias de integración 
territorial, podrán asociarse para promover una mayor capacidad de gestión, 
planeación, generar sinergias y alianzas para el cumplimiento de lo estipulado en la 
presente ley.  
 
Artículo 3°. Actividades Económicas. En los bienes objeto de la presente ley se 
permitirán únicamente las actividades agropecuarias de pancoger y económicas de 
bajo impacto que hagan uso de buenas prácticas ambientalmente sostenibles 
dirigidas al cierre eficaz de la frontera agrícola y la protección de los recursos 
naturales, con participación de las organizaciones de campesinos y pesqueros que 
hace uso en cada área.  
 
Artículo 4o: Terrenos comunales. El Estado prevalecerá su intervención en los 
playones y sabanas comunales en su condición de terrenos baldíos que constituyen 
reserva territorial del Estado garantizando que los mismos no sean objeto de 
cerramiento que impida su aprovechamiento por los vecinos del lugar. Parágrafo: La 
autoridad nacional de tierras determinará el área para uso de manejo individual o 
comunal, garantizando que el mismo sea eficaz para establecer actividades acordes 
a las características agroecológicas de los terrenos y para que el mismo se dirija 
exclusivamente a campesinos o pescadores de la zona, de escasos recursos 
económicos que no sean propietarios de tierras y que tengan tradición en las labores 
rurales, que se hallen en condiciones de pobreza y que dependan exclusivamente 
de las actividades agropecuarias y/o de la pesca artesanal con la finalidad primordial 
de asegurar la subsistencia alimentaria para su familia.  
 
Artículo 5°. Participación de Actores. Se garantizará la participación de las 
comunidades campesinas y pesqueras, que hacen uso de los terrenos comunales, 
en la delimitación formulación y ejecución participativa de los planes de 
recuperación, restauración, sustitución, reconversión y conservación de la mano con 
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estrategias de educación ambiental; garantizándoles el tiempo y las condiciones para 
su adaptación a las nuevas prácticas, logrando una transición gradual y diferenciada 
por tipo de actor.  
 
Artículo 6°. Grupo Especial. Crease el grupo especial de atención a los bienes 
baldíos inundables, playones y sabanas comunales, islas de los ríos y madreviejas 
desecadas de los ríos, lagos y ciénagas de propiedad nacional, sin generar 
erogaciones presupuestales, integrado por El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), La Superintendencia de 
Notariado y Registro (SNR), La Agencia Nacional de Tierras (ANT), La Unidad de 
Planificación Rural Agropecuaria (UPRA), La Agencia de Desarrollo Rural- ADR, la 
Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca (AUNAP), Las Corporaciones Autónoma 
Regionales y de Desarrollo Sostenible CAR, Las organizaciones de pescadores y 
campesinos de cada área a intervenir y el Ministerio Público en asuntos Agrarios y 
Ambientales.  
 
Parágrafo. La ANT coordinará con las autoridades ambientales, sin perjuicio de sus 
competencias legales y constitucionales, la implementación de manera perentoria 
de las acciones contempladas para los procesos de delimitación de las rondas 
hídricas, e instalará en un término de 3 meses la conformación del Grupo Especial 
de Atención a los playones y sabanas comunales, islas de los ríos y madreviejas 
desecadas de los ríos, lagos y ciénagas de propiedad nacional para atender de 
manera prioritaria los procesos de deslinde y recuperación de baldíos indebidamente 
ocupados, así como las acciones de descontaminación y las dirigidas a evitar la 
sedimentación y salinización de los cursos del agua, y la adecuación, recuperación y 
restauración de los suelos bajo las premisas constitucionales de reconocimiento y 
protección de los derechos del campesinado y las comunidades étnicas, en 
consonancia con los dispuesto por los artículos 64 y 65 de la Constitución Política de 
Colombia  
 
Artículo 7°. Funciones del grupo especial. Dentro de las funciones del Grupo 
Especial de atención a los playones y sabanas comunales, islas y madreviejas 
desecadas de los ríos, lagos y ciénagas de propiedad nacional estarán:  
● Servir de organismo coordinador entre las distintas instancias del Gobierno 
Nacional, y facilitar la articulación entre estas y las del nivel territorial, en materia 
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de ordenamiento ambiental y agrario, y fijar las orientaciones generales que las 
entidades deben seguir para garantizar la efectividad de la función social y ecológica 
de la propiedad.  
● Definir los criterios y priorizar los bienes de uso público a ser intervenidos de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 4o de la presente ley.  
● Orientar y propiciar la articulación y coordinación de los procesos de catastro y 
registro de la propiedad rural, para su adecuada relación de la información, así ́como 
establecer los parámetros para depurar y corregir los registros inmobiliarios, la 
información catastral y la finalización de los procesos agrarios que se adelanten en 
relación con los bienes objeto de la presente ley.  
● Impartir lineamientos para identificar los bienes en relación con los cuales se 
promueven litigios de diversa índole, e impulsar las actuaciones a las que haya lugar 
sobre los bienes objeto de la presente ley.  
● Propiciar escenarios de consulta y concertación para la formulación de los Planes 
de Ordenamiento Social y Productivo del Suelo, los reglamentos de uso y manejo de 
terrenos comunales y demás acuerdos de uso común; asíćomo fijar criterios que 
permitan reducir, conciliar y resolver la problemática que se pueda presentarse en 
las intervenciones que lleven a cabo las entidades públicas para el cumplimiento de 
la presente ley.  
● Promover la adopción de los procesos, metodologías, e instrumentos técnicos, 
económicos, jurídicos, entre otros, para lograr la delimitación, el deslinde y la 
recuperación de los bienes de la nación objeto de la presente ley.  
● Conformar equipos especializados para los procesos de delimitación de los planos 
inundables históricos, haciendo uso de métodos cartográficos, análisis de los 
sistemas de Información Geográficos, análisis de suelos y metodologías 
participativas.  
● Revisar, evaluar y proponer diferentes políticas sectoriales que tengan injerencia 
directa con el ordenamiento ambiental y agrario de los bienes objeto de la presente 
ley.  
● Presentar informes semestrales al Congreso de la República sobre el cumplimiento 
de sus funciones  
 
Artículo 8°. El Gobierno nacional podrá ́ financiar con aportes del Presupuesto 
General de la Nación y con créditos y/o garantías de crédito, la participación de las 
Entidades Territoriales, ambientales y agrarias en los procesos de ordenamiento 
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ambiental y agrario de que trata la presente ley. Otras fuentes podrán ser 
consideradas según lo determine algunas de las entidades cabeza del sector 
agricultura, ambiente o planeación nacional. Esta participación permitirá dotar a las 
Entidades Territoriales de una fuente de ingresos nuevos y modernos.  
 
Artículo 9°. Vigencia. La presente Ley rige a partir de la fecha de su promulgación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria Mixta del 
Senado de la República del día 06 de abril de 2022 AL PROYECTO DE LEY No.136 
DE 2020 SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE ADOPTA UNA POLÍTICA DE 
ESTADO PARA ORDENAR LA DELIMITACIÓN, RECUPERACIÓN, 
RESTAURACIÓN Y ORDENAMIENTO AMBIENTAL Y AGRARIO DE LOS LAGOS, 
CIÉNAGAS, PLAYONES Y SABANAS COMUNALES EN COLOMBIA”. 
 
Cordialmente, 
 

 

PABLO CATATUMBO TORRES   DAIRA DE JESÚS GALVIS MENDEZ 
Coordinador Ponente    Ponente   
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria Mixta 
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propuesto para segundo debate. 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
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Revisó – Dr. Gregorio Eljach Pacheco 
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estrategias de educación ambiental; garantizándoles el tiempo y las condiciones para 
su adaptación a las nuevas prácticas, logrando una transición gradual y diferenciada 
por tipo de actor.  
 
Artículo 6°. Grupo Especial. Crease el grupo especial de atención a los bienes 
baldíos inundables, playones y sabanas comunales, islas de los ríos y madreviejas 
desecadas de los ríos, lagos y ciénagas de propiedad nacional, sin generar 
erogaciones presupuestales, integrado por El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), La Superintendencia de 
Notariado y Registro (SNR), La Agencia Nacional de Tierras (ANT), La Unidad de 
Planificación Rural Agropecuaria (UPRA), La Agencia de Desarrollo Rural- ADR, la 
Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca (AUNAP), Las Corporaciones Autónoma 
Regionales y de Desarrollo Sostenible CAR, Las organizaciones de pescadores y 
campesinos de cada área a intervenir y el Ministerio Público en asuntos Agrarios y 
Ambientales.  
 
Parágrafo. La ANT coordinará con las autoridades ambientales, sin perjuicio de sus 
competencias legales y constitucionales, la implementación de manera perentoria 
de las acciones contempladas para los procesos de delimitación de las rondas 
hídricas, e instalará en un término de 3 meses la conformación del Grupo Especial 
de Atención a los playones y sabanas comunales, islas de los ríos y madreviejas 
desecadas de los ríos, lagos y ciénagas de propiedad nacional para atender de 
manera prioritaria los procesos de deslinde y recuperación de baldíos indebidamente 
ocupados, así como las acciones de descontaminación y las dirigidas a evitar la 
sedimentación y salinización de los cursos del agua, y la adecuación, recuperación y 
restauración de los suelos bajo las premisas constitucionales de reconocimiento y 
protección de los derechos del campesinado y las comunidades étnicas, en 
consonancia con los dispuesto por los artículos 64 y 65 de la Constitución Política de 
Colombia  
 
Artículo 7°. Funciones del grupo especial. Dentro de las funciones del Grupo 
Especial de atención a los playones y sabanas comunales, islas y madreviejas 
desecadas de los ríos, lagos y ciénagas de propiedad nacional estarán:  
● Servir de organismo coordinador entre las distintas instancias del Gobierno 
Nacional, y facilitar la articulación entre estas y las del nivel territorial, en materia 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA MIXTA DEL SENADO 
DE LA REPÚBLICA DEL DÍA 06 DE ABRIL DE 2022 AL PROYECTO DE LEY 

No.191 DEL 2020 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE RECONOCEN LOS 
DERECHOS DE LA MUJER EN EMBARAZO, TRABAJO DE PARTO, PARTO Y 

POSPARTO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES O “LEY DE PARTO DIGNO, 
RESPETADO Y HUMANIZADO”. 

 

El Congreso de la República 

DECRETA: 

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto reconocer y garantizar 
el derecho de la mujer durante el embarazo, trabajo de parto, parto, posparto y duelo 
gestacional y perinatal con libertad de decisión, consciencia y respeto; así como reconocer 
y garantizar los derechos de los recién nacidos. 

Artículo 2º. Ámbito de aplicación. La presente ley regirá en todo el territorio nacional, 
de conformidad con el enfoque diferencial. 

Artículo 3º. Definiciones. Para la correcta aplicación de la presente ley entiéndase 
por: 

Alimentos: todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido, 
asistencia médica, recreación, educación o instrucción y, en general, todo lo que es 
necesario para el desarrollo integral. Los alimentos comprenden la obligación de 
proporcionar a la madre los gastos de embarazo y parto. 

Patria potestad: Es el conjunto de derechos y facultades que la ley atribuye al padre 
y a la madre sobre la persona y bienes de los hijos no emancipados, para facilitar a 
aquellos el cumplimiento de los deberes que su condición les impone, es decir, para 
garantizar respecto de los hijos su protección, bienestar y formación integral, desde el 
momento mismo de la concepción, y mientras sean menores de edad y no se hayan 
emancipado. La patria potestad corresponde ejercerla de manera privativa y conjunta a 
los padres, y a falta de uno al otro, existiendo la posibilidad de que sea delegada entre 
ellos mismos. 
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Cesárea Humanizada: Es el procedimiento efectuado con base en evidencia científica 
actualizada, recomendada únicamente por la necesidad de la condición de salud de la 
mujer o del feto, protegiendo el vínculo afectivo por medio del contacto piel con piel, y del 
inicio del amamantamiento dentro de la primera hora del posparto, así como respetando 
su derecho a permanecer acompañada, si así lo desea mínimo por una persona de su 
elección y confianza durante todo el proceso, con información clara y suficiente sobre el 
estado de salud, sin obstaculizar el campo visual del nacimiento si así lo desea la mujer y 
con apoyo emocional. 

Enfoque diferencial: Es la estrategia que permite la inclusión de los sujetos de 
especial protección constitucional mediante acciones, programas y proyectos adoptados 
con el fin de garantizar la igualdad, la equidad y la no discriminación. 

Duelo gestacional: Es el proceso que se puede sufrir con motivo de la muerte del feto 
durante la etapa de gestación. 

Duelo perinatal: Es el proceso que se puede sufrir con motivo de la muerte del feto o 
recién nacido durante el trabajo de parto, el parto o el posparto. 

Posparto: Periodo de transición y adaptación necesario, que inicia después del parto. 
Este período es esencial para el desarrollo de los recién nacidos, para la recuperación de 
la mujer, para el reconocimiento de las funciones parentales y para que se establezca el 
vínculo afectivo entre los recién nacidos y sus padres. 

Plan de parto: Documento realizado por la mujer, con destino a los agentes de salud 
encargados de la atención del trabajo de parto, parto y posparto, en el que se establece 
un diálogo de necesidades, preferencias y expectativas de la mujer con respecto a la 
atención. 
 

Artículo 4º. Derechos. Todas las mujeres en proceso de gestación, trabajo de parto, 
parto, posparto, duelo gestacional y perinatal tienen los siguientes derechos: 

1. A recibir atención integral, adecuada, oportuna y eficiente, de conformidad a su 
forma de habitar el territorio, a sus costumbres, valores, creencias y a su condición de 
salud. 
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2. A ser tratada con respeto, de manera individual y protegiendo su derecho a la 
intimidad y confidencialidad, incluida la información sobre resultados de pruebas de 
laboratorio, a no recibir tratos crueles, inhumanos ni degradantes, a que se garantice su 
libre determinación y su libertad de expresión y ser tratada sin discriminación. 
3. A ser considerada como sujeto de derechos, en los procesos de gestación, 
trabajo de parto, parto, posparto y duelo gestacional y perinatal de modo que se 
garantice su participación en dichos procesos, atendiendo su condición de salud. 
4. A tener una comunicación asertiva con los prestadores de atención en salud 
durante la gestación, el trabajo de parto, el parto, posparto y duelo gestacional y 
perinatal mediante el uso de un lenguaje claro, fácil de entender, pertinente, accesible 
y a tiempo acorde a sus costumbres étnicas, culturales, sociales y de diversidad 
funcional de cada mujer. 
5. A ser informada sobre una alimentación adecuada de acuerdo a sus 
requerimientos nutricionales en etapa de gestación, trabajo de parto y posparto. 
6. A que sea ingresada al Sistema de Salud y a ser atendida sin barreras 
administrativas. 
7. A participar en un curso de preparación para la gestación, trabajo de parto, 
parto y posparto que describa las causas y efectos del duelo gestacional y perinatal de 
alta calidad pedagógica y profundidad en los contenidos, basado en evidencia científica 
actualizada y con enfoque diferencial, con personal formado en acompañamiento a 
población gestante; que privilegie el respeto por la fisiología, en espacios accesibles que 
garanticen la dignidad y comodidad, sin importar el régimen de afiliación que tenga la 
mujer al Sistema de Seguridad Social. 
8. A realizarse los controles prenatales recomendados según la evidencia científica 
actualizada, por niveles de atención, de acuerdo con su condición de salud. 
9. A ser informada sobre sus derechos, sobre los procedimientos de preparación 
corporales y psicológicos para el trabajo de parto, el parto y el posparto, y sobre los 
beneficios, riesgos o efectos de las diferentes intervenciones durante la gestación, el 
trabajo de parto, el parto y el posparto, las causas y los efectos del duelo gestacional y 
perinatal, con información previa, clara, apropiada y suficiente por parte de los 
profesionales de salud, basada en la evidencia científica segura, efectiva y actualizada, 
y sobre las diversas alternativas de atención del parto, con el fin de que pueda optar 
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libremente por la que mejor considere y en consecuencia, a decidir sobre el lugar y los 
actores del sistema de la salud encargados de su atención. 
10. A ser informada sobre la evolución del trabajo de parto, parto y posparto, sobre 
el estado de salud del feto y del recién nacido y, en general, a que se le haga partícipe 
de las diferentes actuaciones de los actores del sistema de la salud y a que sus familiares 
tengan información oportuna de la evolución del trabajo de parto, parto y posparto, si 
la mujer así lo desea. 
11. A presentar su plan de parto para fortalecer la comunicación con los actores del 
sistema de la salud y a que, a partir de la semana 32 de gestación, los controles 
prenatales sean realizados en el lugar donde se atenderá el parto y en lo posible, por 
los actores del sistema de la salud que le atenderá en parto. 
12. Al parto respetado y humanizado, basado en evidencia científica actualizada, 
con enfoque diferencial, teniendo en cuenta que las condiciones de salud de la mujer y 
del feto así lo permitan y su libre determinación. Lo anterior comprende las siguientes 
prácticas: 
a) Tacto vaginal, realizado en lo posible por el mismo agente de salud de turno 
para guardar mayor objetividad en la comparación de los mismos y de conformidad con 
los términos recomendados por la evidencia científica. 
b) Monitoreo fetal intermitente con el fin de conocer el estado de salud del feto y 
facilitar la movilidad, fisiología y comodidad durante el trabajo de parto. 
c) Ingestas de dieta líquida de acuerdo a las recomendaciones del médico, durante 
el trabajo de parto y post parto. 
d) Movimiento corporal con libertad y adopción de posiciones verticales durante el 
trabajo de parto y parto. 
e) Uso de métodos no farmacológicos y farmacológicos para el manejo del dolor 
durante el trabajo de parto. 
f) Pujo de acuerdo con la sensación fisiológica de la mujer en la etapa expulsiva 
avanzada, evitando en lo posible que sea dirigido por terceros 
13. A permanecer con el recién nacido en contacto piel a piel después del 
nacimiento, con el fin de facilitar el vínculo afectivo entre madre e hijo y estimular 
eficazmente el proceso de lactancia materna, cuando las condiciones de salud de la 
mujer y del recién nacido lo permitan, de conformidad con la evidencia científica 
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actualizada y la recomendación del médico tratante 
14. A recibir atención en salud durante la gestación, trabajo de parto, parto y posparto 
bajo prácticas ancestrales de comunidades étnicas, en el lugar de su elección, siempre y 
cuando se garanticen las condiciones de salud de la mujer, del feto o del recién nacido. 
15. A recibir asistencia psicosocial, particularmente asistencia en salud mental y 
acompañamiento espiritual de manera voluntaria de acuerdo a sus creencias, esta 
asistencia debe ser oportuna y de calidad con enfoque diferencial cuando así lo requiera 
y lo desee y en especial, en los procesos de duelo gestacional y perinatal, esta asistencia 
también se brindará al padre y la familia que así lo necesite. 
16. A estar acompañada, si así lo desea la mujer, mínimo por una persona de su 
confianza y elección durante el proceso de gestación, trabajo de parto, parto y 
postparto, o en su defecto, por una persona especialmente entrenada para darle apoyo 
emocional. Bajo ninguna circunstancia se podrá cobrar para hacer uso de este derecho. 
17. A que todo procedimiento relacionado con su estado sea practicado por 
profesionales de la salud acreditados académicamente, sin perjuicio de las prácticas de 
medicina tradicional y ancestral de los grupos étnicos. 
18. A que todo medicamento perteneciente al grupo de análogos de las prostaglandinas 
y antiprogestágenos de uso en obstetricia, le sea suministrado en condiciones óptimas 
de higiene y sanidad, en Institutos Prestadores de Salud que cuenten, al menos, con 
atención de urgencias gineco-obstétricas. 
19. A que todo procedimiento de dilatación/evacuación y curetaje obstétrico sea 
realizado en condiciones óptimas de higiene y sanidad, en Institutos Prestadores de 
Salud que cuenten, al menos, con atención de urgencias gineco-obstétricas, 
20. A ser informada, basada en evidencia científica actualizada, desde la gestación, 
sobre los beneficios de la lactancia materna, a recibir apoyo para amamantar durante el 
postparto con asesoría oportuna, permanente y de calidad por un agente de salud 
experto en lactancia materna. 
21. A no ser sometida a ningún procedimiento médico, examen o intervención cuyo 
propósito sea de investigación y docencia, salvo consentimiento libre, previo, expreso e 
informado manifestado por escrito. 
22. A recibir información sobre las consecuencias físicas y psicológicas del postparto y 
sobre las indicaciones sugeridas de conformidad con sus condiciones de salud y basadas 

en la evidencia científica actualizada. 
23. A recibir una cesárea humanizada, en caso de haberse agotado todas las 
condiciones de un parto fisiológico humanizado o sea solicitada de manera libre e 
informada por la mujer en el plan de parto por cesárea. 
24. A ser informada sobre la viabilidad de tener un parto vaginal después de una 
cesárea y a tenerlo si así lo desea, de conformidad con las recomendaciones basadas en 
la evidencia científica actualizada, siempre y cuando se aseguren las buenas condiciones 
de salud del feto y de la mujer. 
25. En los casos de duelo gestacional o perinatal, a tener acompañamiento de un equipo 
de agentes de la salud interdisciplinario con formación en duelo; para ayudar a la mujer 
y/o la familia a superar el duelo y a ser atendida en un lugar donde no tenga contacto 
con otras mujeres en gestación, trabajo de parto, parto o posparto y en las mejores 
condiciones posibles teniendo en cuenta su derecho y el de su familia a la intimidad. 
26. A que le sea entregada su placenta por los actores del sistema de la salud o 
instituciones que presten la atención durante el parto y posparto, cuando así lo desee y 
lo solicite la mujer, según sus creencias. 
27. A reclamar los gastos del parto, sin perjuicio de la responsabilidad compartida de 
los padres que surge desde la concepción. 
 

Parágrafo 1. Cuando el reconocimiento de la paternidad se realice antes del 
nacimiento, en virtud de lo establecido por la Ley 75 de 1968, los derechos reconocidos 
en los numerales 4, 7, 10, 15, 22 y 25 serán también reconocidos al padre. 
 

Artículo 5º. Deberes de la mujer en gestación, trabajo de parto, parto y 
posparto. 

1. Cumplir con los deberes establecidos en la Ley 1751 de 2015, ley estatutaria de 
Salud o en la disposición que la modifique. 
2. Cuando la mujer en gestación, trabajo de parto, parto y posparto decida no 
atender las recomendaciones de los agentes de salud, o no recibir un procedimiento o 
tratamiento deberá expresarlo por escrito a través de un documento de consentimiento 
informado de rechazo o disentimiento. 

3. Atender las recomendaciones sanitarias en el transporte y disposición de la 
placenta en el caso de recibirla, y dejar constancia de haberla recibido, todo lo anterior 
con enfoque diferencial y según sus creencias. 
4. Mantener una comunicación y trato respetuoso con los agentes de salud que 
hacen parte del proceso de gestación, trabajo de parto, parto y posparto. 
 

Artículo 6º. Integralidad de la atención. La atención en salud prenatal, atención de 
partos de bajo riesgo o alto riesgo y atención de recién nacidos debe contar con un agente 
en salud suficiente, permanente e interdisciplinario, con insumos tecnológicos esenciales 
en buen estado y demás equipamiento que garantice la atención oportuna, digna y segura 
a las mujeres y a los recién nacidos durante la gestación, el trabajo de parto, el posparto, 
teniendo en cuenta dentro de los procesos de atención el enfoque diferencial y la 
interculturalidad. 
 

Artículo 7º. Derechos del recién nacido: Todo recién nacido tiene derecho: 

1. A ser tratado con respeto y dignidad. 
2. A ser inscrito en el Registro Civil de Nacimiento y afiliado al Sistema de 
Seguridad Social en Salud. 
3. A recibir los cuidados y los tratamientos interdisciplinariamente necesarios, 
acordes con la evidencia científica actualizada, con su estado de salud y en consideración 
a la supremacía de sus derechos fundamentales, inclusive el cuidado paliativo. 
4. A tener contacto piel con piel con su madre y amamantamiento inmediato 
postergando los procedimientos que no se consideren vitales con el objetivo de 
favorecer sus procesos de adaptación neurofisiológicos y psicológicos. 
5. Al corte oportuno del cordón umbilical de conformidad con las recomendaciones 
basadas en la evidencia científica actualizada. 
6. A no ser separado de su madre durante la permanencia en la institución 
prestadora de salud, siempre que el recién nacido o la mujer no requiera de cuidados 
especiales que impidan lo anterior. 
7. A tener contacto con su padre durante su proceso de nacimiento, para el 
adecuado desarrollo de su vínculo afectivo, siempre y cuando la mujer autorice la 

presencia del padre durante su trabajo de parto, parto y posparto. Lo anterior, siempre 
y cuando no existan contraindicaciones médicas. 
8. A que sus padres reciban adecuado asesoramiento e información sobre los 
cuidados para su crecimiento y desarrollo, signos de alarma, periodicidad de controles 
de seguimiento, junto con información sobre el plan de vacunación explicando beneficios 
y posibles efectos adversos. 
 

Artículo 8º. Obligaciones del Estado. Son obligaciones del Estado para garantizar 
la eficacia y desarrollo de la presente ley, las siguientes: 

1. El Ministerio de Salud y Protección Social, deberá promover la formación y 
actualización los actores del sistema de la salud para el cuidado de la mujer, del feto y 
del recién nacido, durante las etapas de gestación, trabajo de parto, parto, postparto 
lactancia, duelo gestacional y duelo perinatal, dependiendo del cuerpo de conocimiento 
de cada gremio de acuerdo a la normatividad vigente y evidencia científica actualizada. 
2. El Ministerio de Salud y Protección Social en coordinación con el Ministerio de 
Tecnologías y de la Comunicación, diseñarán un plan estratégico de divulgación, de 
la presente ley y los lineamientos regionales sobre las políticas de atención a la 
mujer en gestación, parto, posparto, duelo gestacional y duelo perinatal, al feto y al 
recién nacido y establecer estrategias apropiadas para cada población con enfoque 
diferencial. 
3. El Ministerio de Salud y Protección Social, actualizará las guías de práctica clínica 
de acuerdo a lo establecido en la presente ley y de conformidad con la evidencia 
científica actualizada, cada 5 años. 
4. Garantizar la atención oportuna a los servicios especializados, incluyendo 
desplazamientos y alojamientos tanto de la mujer como del acompañante cuando deban 
desplazarse fuera de su lugar de residencia. 
5. El Ministerio de Salud y Protección Social, garantizará la gestión de conocimiento 
entre pares. 
6. Las autoridades judiciales y administrativas deberán respetar el principio de no 
discriminación en el marco de cualquier procedimiento que pueda afectar los derechos 
contenidos en la presente ley. Sus decisiones no podrán basarse en estereotipos de 
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género, ni respecto de la maternidad, ni respecto de la paternidad. 
 

Parágrafo 1. La autoridad administrativa o judicial, no podrá excluir al presunto padre 
o restringirle derechos y deberes, salvo cuando las condiciones de seguridad y de 
protección del feto y de la madre lo exijan. 
 

Artículo 9. Obligaciones de los actores del sistema de salud objeto de la 
presente ley. Además de las demás obligaciones establecidas en el marco normativo 
del sistema de salud, serán obligaciones de los actores del sistema de salud objeto de la 
presente ley las siguientes: 

1. Preservar la salud y la vida de la mujer y del recién nacido. 
2. Promover la formación y actualización de los profesionales de la salud y demás 
actores involucrados en la atención y prestación del servicio para el cuidado de la mujer, 
del feto y del recién nacido, durante las etapas de gestación, trabajo de parto, parto, 
postparto lactancia duelo gestacional y duelo perinatal, para garantizar los derechos de 
la mujer, del feto y del recién nacido 
3. Promover la divulgación, de los lineamientos y establecer el plan estratégico 
emitido por el Ministerio de Salud y Protección Social, sobre las políticas de atención a 
la mujer en gestación, parto y posparto, duelo gestacional y duelo perinatal y al recién 
nacido 
4. Aplicar las guías prácticas de atención a la mujer en gestación, parto, posparto 
duelo gestacional, duelo perinatal, al feto y al recién nacido, expedidas por el ministerio 
de salud y de la protección social. 
5. Las EPS garantizarán la atención oportuna a los servicios especializados, 
incluyendo desplazamientos y alojamientos cuando la mujer deba desplazarse fuera de 
su lugar de residencia. 
6. En caso de que la gestante se encuentre en otro lugar diferente al consignado 
en el plan del parto, por medio de la historia clínica electrónica e interoperable, se 
brindarán las garantías para proceder de acuerdo a lo planeado previamente, así mismo, 
se permitirá que se eliminen barreras administrativas o demoras en la atención, teniendo 
en cuenta que los profesionales de la salud, podrán acceder con facilidad a la 

información de la gestante.  
7. Las EPS garantizarán que los padres pertenecientes al Sisbén grupo A1 – A5, 
reciban la dotación básica de alimentos, higiene e indumentaria para el recién nacido o 
los recién nacidos, durante al menos 30 días posteriores al nacimiento. 
 
Artículo 10º. Pluralismo Cultural. Se debe reconocer y respetar el pluralismo 
cultural relacionado con las mujeres y los recién nacidos, garantizando con evidencia 
científica su vida, dignidad, integridad y salud, antes, durante y después del parto. 
 

Artículo 11º. Capacitación. El Estado promoverá la capacitación de las parteras, y 
apoyará los procesos de formación de partería tradicionales que ya existen a lo largo del 
territorio nacional, para sentar bases de las políticas públicas de acceso de la mujer y del 
recién nacido durante la gestación, parto y posparto, al pleno ejercicio de sus Derechos 
fundamentales, respetando sus quehaceres y creencias de las parteras en el territorio 
nacional, y desarrollando estrategias de cualificación en calidad y técnica del arte de la 
partería y en los niveles de comunicación y referencia que garanticen que cada gestación 
y parto que sea de alto riesgo, sea atendido por personal especializado según la 
sectorización proporcionada a las necesidades y a las condiciones de salud de cada mujer 
y de cada feto o recién nacido. 
 

Artículo 12º. Sanciones. El incumplimiento de las disposiciones de la presente ley por 
parte de los agentes de salud, sus colaboradores o de las instituciones en que éstos presten 
servicios, será considerado como falta a los fines sancionatorios, de conformidad con los 
procesos establecidos por la Superintendencia de Salud, sin perjuicio de la responsabilidad 
civil o penal que pudiere corresponder. 
 

Artículo 13º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga las 
demás normas que le sean contrarias. 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria Mixta del 
Senado de la República del día 06 de abril de 2022 AL PROYECTO DE LEY No. 191 
DEL 2020 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE RECONOCEN LOS DERECHOS 

DE LA MUJER EN EMBARAZO, TRABAJO DE PARTO, PARTO Y POSPARTO Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES O “LEY DE PARTO DIGNO, RESPETADO Y 
HUMANIZADO”. 
 
Cordialmente, 
 

 

MILLA PATRICIA ROMERO SOTO LAURA ESTER FORTICH SÁNCHEZ 
Coordinadora Ponente   Senadora Ponente  
 
 
 
 

JESÚS ALBERTO CASTILLA SALAZAR 
Senador Ponente 

  
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria Mixta 
del Senado de la República del día 06 de abril de 2022, de conformidad con el texto 
propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
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